Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 43 minutos.) 


-Dada la ausencia de la Presidenta y del Vicepresidente de la Comisión, corresponde designar 
Presidente ad hoc. 


SEÑOR ROSADILLA.- Propongo al señor Senador Michelini. 

(Se vota:) 

-5 en 6. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 

(Es la hora 14 y 43 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“Nota remitida, vía e-mail, por el Presidente de la Junta de Transparencia y Ética Pública 
(Jutep), por la que adjuntan las sugerencias de modificación al Proyecto de Ley de Fortalecimiento de 
la Transparencia Pública. 


Asimismo, en el día de hoy, a pedido del señor Senador Michelini, se reparte un distribuido 
con el proyecto de ley por el que se modifica la Ley N* 19.075, de 3 de mayo de 2013, referente al 
matrimonio igualitario, y otro distribuido con un comparativo entre el proyecto de ley presentado por los 
señores Senadores y la Ley N* 19.075 y las disposiciones sustituidas del Código Civil y de la Ley N* 
17.823, Código de la Niñez y la Adolescencia”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Si no recuerdo mal, cuando nos visitaron los representantes de la Junta de 
Transparencia y Etica Pública, habíamos designado un grupo de Legisladores representantes de la 
Comisión para que, junto con ellos, avanzaran en el tratamiento de este proyecto de ley. 


Una vez que tengamos este documento, me parece que correspondería encomendar a la 
Secretaría a que promueva una reunión, supongo que en el correr de la semana próxima. Al respecto, 
la Junta manifestó su interés en que este tema quede resuelto, si no recuerdo mal, antes del 3 de 
setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará, señor Senador. La próxima semana se citará. 


Habría que combinar las agendas de los señores Senadores Rosadilla, Gallinal, Pasquet - 
quien es Vicepresidente de la Comisión- y de quien habla, pero antes la Secretaría debería elaborar 
un comparativo que esté disponible en los próximos días. Pero, reitero, así se hará. 


Con respecto al proyecto de ley sobre matrimonio igualitario, como los señores Senadores 
saben, hubo una serie de errores y quienes votamos la ley e integramos esta Comisión -hablo de los 
Senadores Lorier, Nin Novoa, Rosadilla, Rondeau, Pasquet y quien habla- presentamos un 
comparativo con cuatro o cinco puntos muy fáciles de resolver; tres son correcciones, dos de ellas por 


sobreabundancia y la última refiere a algo que no estaba en el proyecto anterior, pero que es un error 
que se arrastra del Código de la Niñez y la Adolescencia. Propongo entonces que lo incluyamos en el 
Orden del Día de la próxima sesión. Independientemente de si se votó a favor o en contra, si no hay 
observaciones o elementos que den lugar a mayor dilación, lo votaríamos para elevarlo al Cuerpo la 
otra semana -el día 11 de junio- y pueda ingresar al Plenario de la Cámara de Representantes a finales 
de junio o las primeras semanas de julio y que esas correcciones se conviertan en ley antes de los 
cuarenta días. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que sería mejor que se tomaran unos días más para que no se volvieran a 
equivocar. Es una ley que está tan fresca, recién aprobada, que fue estudiada con tanta dedicación y 
esmero, que es una lástima que haya pasado eso. Preferiría que no volvieran a cometer errores de esa 
naturaleza porque, entre otras cosas, hay mucha gente esperando para que finalmente se consagre y 
se puedan amparar a sus beneficios. Como en su momento señalé que me temía que se estaban 
cometiendo errores al mezclar temas de naturaleza tan diferente, me permito sugerir a la Comisión que 
antes de fijar los plazos de aprobación determine los plazos de estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Será tenida en cuenta su exhortación. 


Se pasa a considerar el primer punto del Orden del Día: “Carpeta N* 1015/2012. 
Juzgado y Fiscalía Especializados en Investigación y Seguimiento de Crímenes de Lesa Humanidad. 
Grupo de expresas políticas solicita su creación. Resolución de la Cámara de Senadores, de 3 de 
octubre de 2012, que aprueba la moción presentada por el señor Senador Francisco Gallinal 
(Distribuido N* 1623/2012). 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que todos los integrantes de la Comisión recordarán este tema. En 
oportunidad de considerarse la última Rendición de Cuentas, un grupo de señoras que fueron víctimas 
de delitos de violencia sexual en la época de la dictadura plantearon la necesidad de que se agilitara el 
trámite de esos expedientes porque se venía actuando muy lentamente. A raíz de ello, el señor 
Senador Morelli -quien en esos días actuó en la Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda- 
me trasladó la iniciativa a fin de que la abordáramos en la Comisión de Constitución y Legislación, y así 
lo hicimos. Una de las soluciones que se propuso fue la creación de un juzgado a esos efectos, pero 
considero que no es la única, sobre todo teniendo en cuenta que la Suprema Corte de Justicia remitió 
una nota manifestando que no encuentra conveniente crear una comisión de esas características. 


También es verdad que luego de plantearse el tema, fue declarada inconstitucional parte de 
la ley interpretativa de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Es bueno señalar que 
en la comunicación la Suprema Corte de Justicia no da ningún fundamento -no tiene por qué hacerlo- 
sino que simplemente estableció que no entendía conveniente la creación de esa comisión. Lo que 
quiero decir es que luego aparece el tema de la inconstitucionalidad de la referida ley que, quizás, pudo 
tener alguna incidencia. 


A mi juicio -y por eso traje este tema a la Comisión- no todos los delitos están comprendidos 
en la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Si se lee con detención su texto se 
advertirá que ese tipo de delitos no están amparados pues son totalmente ajenos a la circunstancia o al 
motivo, por más espurio que sea el hecho de dar un golpe de Estado y mantenerse en el poder bajo el 
ejercicio de la fuerza. Por ello pretendíamos darle mayor impulso a esta iniciativa; esa era la intención. 


Ahora viene una nueva Rendición de Cuentas, pero me temo que si la Suprema Corte de 
Justicia opinó del modo referido, seguramente mantenga su posición. Ese es el estado de situación en 
el que estamos hoy y tenemos que ver si podemos avanzar. Tanto eco tuvo la propuesta en aquel 
momento que terminó en una comunicación del Senado a la Suprema Corte de Justicia. Es importante 
aclarar que esto no significa inmiscuirse en un tema tan discutido como el de la Ley de Caducidad. Me 
doy cuenta de que también pueden existir plazos de prescripción y es en función de ellos que se 
pretende que estos delitos se declaren de lesa humanidad. De todas maneras, creo que el Poder 
Legislativo va hasta donde puede; cuando se encuentra con el límite, que es la competencia de la 
Suprema Corte de Justicia, allí se detiene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Partimos de la base de que todos los que integramos esta Comisión 
queremos que haya justicia. En los primeros años de vigencia de la Ley de Caducidad, quienes la 
aplicaron lo hicieron en sentido amplio y no restrictivo. No estoy haciendo un juicio de valor sino 
simplemente diciendo que a muchos delitos que habían sido cometidos incluso antes del 27 de junio de 
1973 se les aplicó la Ley de Caducidad; lo mismo ocurrió con delitos económicos que habían sido 
cometidos por militares, a pesar de que era claro que estaban fuera de esa ley. 


Todos somos conscientes de las repercusiones públicas que este tema ha tenido y tiene; lo 
cierto es que a pesar de haber sido aprobada la última ley y declarados inconstitucionales sus artículos 
22 y 3%, que refieren a la prescripción, en el expediente no se los había invocado. En este caso, la 
persona apeló como si se los hubiera invocado; el juez tuvo que elevar el expediente al tribunal 
correspondiente y por último el tema de la constitucionalidad terminó en la Suprema Corte de Justicia. 
En la medida en que la sentencia de inconstitucionalidad que dictó la Suprema Corte dice que hay que 
respetar el Derecho Internacional, los jueces que han entendido que hay responsabilidad penal de tal o 
cual uniformado, han ido por la vía de la legislación o de los tratados internacionales. Sin embargo, hay 
algunos expedientes que pueden no ir por ese camino. Por la información que tengo, uno de los que 
trata este tipo de delitos no tendría esas posibilidades. 


Por otro lado, comparto lo que expresaba el señor Senador Gallinal en el sentido de que 
tendría que haberse dicho desde un principio que los delitos de violación no entraban en la Ley de 
Caducidad, más allá que fueran denunciados por las personas y de si se los podía probar o no, que es 
algo bastante difícil. Aparentemente, ciertos expedientes con algunas de estas denuncias caerían en el 
archivo por las causas antes señaladas. No sé qué van a hacer los implicados, si van a apelar o no. 


Lo cierto es que nosotros nos tenemos que referir al pedido que se hace que, de compartirse, 
habría que convertir en un proyecto de ley. El Parlamento legisla en función de proyectos de ley que 
presentan los señores Senadores, los señores Representantes Nacionales o el Poder Ejecutivo, y que 
deben contar -por lo menos, en este caso- con la iniciativa del Poder Ejecutivo o incluirse en la 
Rendición de Cuentas, en el Mensaje que envía el Poder Judicial. 


Si nos remitimos a la carta que nos manda la Suprema Corte de Justicia -lo cierto es que no 
parecería lógico que, habiendo dicho que no está de acuerdo, después mande un mensaje para crear 
este tipo de delitos- constatamos que tiene otro inconveniente que debemos estudiar con mucho 
cuidado. En primer lugar, debería haber más de un Juzgado y no uno solo porque, de esa manera, 
cuando se presenta ya se sabe a cuál va a ir. En segundo término, podría generarse una controversia 
adicional que habría que estudiar muy bien -como comprenderán los aquí presentes, soy el más 
interesado en que la Justicia juzgue- porque si la Justicia encuentra mérito y empieza a procesar en un 
Juzgado especializado, algunos dirán que la cancha está flechada para tal o cual lado, mientras que si 
el juez a tantos años de los hechos no encuentra mérito o prueba, otros dirán que está flechado. Esa 
es la diferencia con el sistema actual, en que cae en el Juzgado que cae y algunos expedientes han 
avanzado más rápido que otros. 


La controversia tiene que ver con la génesis. Es sobre la Ley de Caducidad, la declaratoria de 
inconstitucionalidad de esa ley, sobre la ley que hizo el Parlamento, sobre los artículos 2* y 3% y sobre 
la declaratoria de inconstitucionalidad en el tema de las prescripciones; incluso, hubo una polémica 
pública acerca de si la Suprema Corte de Justicia debió o no remover a tal o cual juez, pero en la 
sociedad no existe controversia sobre si los jueces y fiscales no están actuando ajustados a Derecho y 
con independencia técnica. Puede ser que el afectado apele frente a una sentencia condenatoria, y eso 
está muy bien -debe hacerlo- pero no se abre una polémica sobre si los jueces tienen la independencia 
que corresponde. 


Personalmente, considero que cada Bancada debería reflexionar sobre esto durante diez o 
quince días. Después incluiríamos este punto en el Orden del Día y determinaríamos si vamos a ir por 
este camino. Si todos estamos de acuerdo, se mandará una minuta de aspiración al Poder Ejecutivo y 
este dirá lo que tenga que decir, o decidiremos si no es conveniente que se produzca una situación que 
genere una polémica adicional en un tema tan delicado como este. 


Reitero que hoy la polémica es sobre la génesis y no acerca de las garantías del debido 
proceso, y a este respecto debemos reflexionar. Propongo que dentro de quince días, incluso estando 
la señora Presidenta -que en este tema también puede aportar- se haga una nueva convocatoria para 
expresar lo que entendamos necesario. 


Por lo tanto, incluimos este asunto en el Orden del Día de la sesión que tendrá lugar dentro 
de dos martes y ahí cada uno dirá lo que deba. 


Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Carpeta N* 1125/2012. Faltas, 
conservación y cuidado de los espacios públicos”. 


A continuación vamos a repartir el material correspondiente al 23 de abril y 22 de mayo, así 
como un resumen en el que figuran los artículos aplazados. Vamos a comenzar nuestro trabajo con 
estos y, si hay que posponer la consideración de algún otro, lo haremos. 


Por otro lado, a riesgo que esto genere controversias, quiero referirme al planteo que se nos 
hizo por parte del Partido Nacional y del Partido Colorado -sinceramente, no recuerdo quién lo hizo 
primero- vinculado al pedido de incorporar el recurso de apelación. Cuando mencionamos nuestra 
intención en cuanto a que pretendíamos que esto se aprobara con rapidez, se nos planteó que la 
apelación no tuviera carácter suspensivo, a lo que el Senador Gallinal agregó algunos otros aspectos 
que desalentarían esa apelación. Nosotros hemos tomado con mucha seriedad la propuesta formal - 
algunos estábamos más tentados, y otros no tanto- pero en más de un análisis, incluso con el Poder 
Ejecutivo, se entendió que es mejor seguir por el camino -con las mejoras de redacción que podamos 
hacer- ya trazado por la Cámara de Representantes y que el Poder Ejecutivo remitió en su momento. 
Además, esta propuesta se hizo en consulta con la Suprema Corte de Justicia, que fue justamente la 
que indicó este camino para estas penas menores. Se podrá decir que estamos innovando en lo 
penal, aunque no en otras materias como la laboral, donde ya existen juicios que se resuelven, para 
montos chicos, sin apelación posible. Se estuvieron analizando los aspectos constitucionales y 
creemos que las garantías en este sentido no están afectadas. Se nos ha dicho que en este caso, a 
diferencia de lo laboral y otras materias, puede estar afectada la libertad, aunque no directamente 
porque el juez no impondría pena de prisión, sino de trabajo comunitario. Naturalmente, si la persona 
se negara a ello, la ley indica las consecuencias. 


No es mi intención generar una controversia, pero ya que se hizo un planteo formal, lo estoy 
respondiendo. Por tanto, si ahora se quiere dejar constancia, está bien, y si se quiere discutir el punto 
cuando lleguemos a los artículos correspondientes, perfecto. Por nuestra parte, trasmitimos el planteo 
en su totalidad, es decir, que pudiera haber apelación, que no tuviera efecto suspensivo, que el tribunal 
que atendiera esa apelación fuera unipersonal y que quien llevara adelante la apelación, en caso de 
perder, tuviera que pagar todos los costos. Además, se trasmitió la idea de que existiera un monto de 
tope a efectos de que, ganando la apelación, se pudiera ir por daños y perjuicios. 


En fin, por parte de la Bancada se entendió que es mejor ir por el camino que sugirió la 
Suprema Corte. 


SEÑOR GALLINAL.- Advierto que el señor Presidente hace referencia a la Suprema Corte, así que 
hay dos opiniones: una de la Suprema Corte y otra de los Ministros, porque uno de ellos opinó en otro 
sentido. No sabía que había una opinión de la Suprema Corte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me rectifico para que quede constancia en la versión taquigráfica, porque no 
tengo documento que exprese que ha sido la Suprema Corte. El Poder Ejecutivo hizo las consultas y 
se indicó este camino. No tengo por qué desconfiar o dudar de esa palabra, así como tampoco puedo 
decir que hay un documento o una opinión formal de la Suprema Corte al respecto. Por eso, tiene 
razón el señor Senador Gallinal y está bien que eso se clarifique. 


SEÑOR GALLINAL.- La opinión que tenemos es a favor del recurso; de establecer recurso en todas 
las instancias. No voy a poner en tela de juicio que el Poder Ejecutivo habrá consultado y le habrán 
dado su opinión, pero yo no la conozco, no la tengo y nunca la escuché. Por eso me sorprende y me 


llama la atención porque se contradice con esta otra y, además, se contradice con un principio general 
del Derecho. La única situación que existe son juicios laborales de menor cuantía. Es el único caso, 
donde no se trata de Derecho Penal como en este, que estamos en el Derecho Penal, no en la parte 
de los delitos, sino en la que refiere a las faltas. 


Quiero agregar algo más. Hace unos días leí en la prensa que se restablecerían los 
tribunales de faltas, en cuyo caso esto sería mucho más fácil todavía. ¿Por qué? Porque si hay 
tribunales de falta, hay un tribunal ante el cual se recurren los pronunciamientos de esos tribunales de 
falta, que creo es lo más lógico. Si esa noticia es verdad, si eso surge de la Suprema Corte de Justicia 
o del Poder Ejecutivo, porque lo consultó con ella, me parece que hay terreno más que fértil para los 
recursos o, mejor dicho, para que no sea una única instancia. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Cuando la Suprema Corte de Justicia compareció ante la Comisión opinó -por 
lo menos, los que vinieron- respecto a la constitucionalidad de los recursos de apelación. Lo que yo 
anoté es que la Suprema Corte dijo que no eran inconstitucionales porque existían como 
antecedentes los juicios laborales que tienen una sola instancia. Esto es una anotación que yo hice y 
estoy de acuerdo con el señor Senador Gallinal y el señor Presidente de que no es una posición formal 
de la Suprema Corte como Cuerpo. 


También quiero decir que efectivamente la Suprema Corte ha creado dos Juzgados de 
Faltas, e incluso ha nombrado los jueces, lo cual plantea cierto allanamiento a esta normativa en el 
caso del departamento de Montevideo y quizás de la zona metropolitana, no así en el interior, donde no 
se han creado estos juzgados y no creo que se vayan a crear. Por lo tanto, la discusión se centrará en 
a dónde se presentan estas denuncias de faltas: si ante un Juzgado de Paz o ante un Juzgado 
Letrado. 


Desde el Poder Ejecutivo sí nos dijeron con mucha convicción -no soy abogado y no tengo 
capacidad para seguir una discusión, más allá de lo que voy a leer ahora- que hay que tener en cuenta 
lo establecido en el artículo 13 de la Constitución de la República en el sentido de que “la ley ordinaria 
podrá establecer el juicio por jurados en las causas criminales” y lo que dice el artículo 18  -los 
abogados lo saben mucho mejor que quien habla- en cuanto a que “las leyes fijarán el orden y las 
formalidades de los juicios”. Quiere decir que si una ley establece que para la comisión de faltas se, 
digamos, impide el recurso de apelación, no es inconstitucional porque la ley lo prevé para este caso. 


De cualquier manera, propongo -sin perjuicio de no rehuir una discusión de esta naturaleza- 
que avancemos por orden en la votación del articulado. Hemos votado el artículo 1% -aunque quedó 
aplazado el numeral 2) relativo al agravio- y el artículo 3%, por cuanto quisiera ver si podemos dar un 
cierto orden para agilitar este tratamiento -veo que vamos para adelante y para atrás, donde 
obviamente todos somos responsables; no estoy acusando a nadie- votar el numeral 2) del artículo 1*, 
luego el artículo 2 y así sucesivamente. De esa manera, agilizamos la discusión, ya que los artículos 
que refieren al procedimiento son los últimos del proyecto de ley. 


Esa es mi propuesta, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el resto de los señores Senadores no plantea observaciones, la Comisión 
irá por el camino planteado por el señor Senador Nin Novoa. 


La Presidencia advierte que en la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrió la 
Suprema Corte de Justicia a esta Comisión, figura el planteo concreto que hice respecto al tema y el 
doctor Pérez Manrique dice que no es inconstitucional; naturalmente, esto no significa que sea la 
opinión de la Suprema Corte. 


(Dialogados.) 


-En principio, la Comisión seguiría el camino sugerido por el señor Senador Nin Novoa, 
independientemente de que en su oportunidad la oposición quiera realizar algún planteo con respecto a 
este tema o algún otro. 


Como acaba de mencionar el señor Senador Nin Novoa, quedó aplazado el numeral 2) del 
artículo 1%. Sobre este tema y como recordarán los señores Senadores, el Poder Ejecutivo mandó 
prácticamente el mismo texto que ya existía en el numeral 4) y 5) del artículo 360 del Código Penal con 
respecto a las faltas. Los numerales 4) y 5) los convirtió en los numerales 2) y 3); y, a su vez, la 
Cámara de Representantes lo tomó como numeral 2). 


La Presidencia entiende que el señor Senador Nin Novoa tiene una redacción alternativa. 
SEÑOR NIN NOVOA.- No, señor Presidente. 


Estamos dispuestos a votarlo tal como viene de la Cámara de Representantes, porque allí 
fue largamente debatido y tememos que si el proyecto vuelve a ese ámbito por este punto, difícilmente 
pueda conseguir acuerdos. 


Nosotros habíamos planteado algunas dudas respecto a este punto, porque la primera parte 
de este literal 2), que dice “El que efectuare agravios a la autoridad legítimamente investida”, podría 
suponer que esto eventualmente podría estar vinculado a una defensa no deseada, ni querida por el 
Legislador, de los cargos políticos. Alguien que sin llegar al agravio, critique en forma exacerbada a un 
Edil, a un Diputado, a un Senador o a un Intendente, podría ser castigado con una falta. 


De lo que se trata es de defender a la autoridad legítimamente investida, pensando más bien 
-me parece que es importante que esto conste en la versión taquigráfica con la interpretación de la ley- 
en aquellas otras figuras que representan autoridades, pero que a veces no están vistas como tales por 
parte de la sociedad. Me refiero, por ejemplo, a los directores de los liceos o a las directoras de las 
escuelas porque a veces los alumnos, sin llegar a la injuria, agravian a la autoridad y eso podría ser 
merecedor de la calificación de falta. Por eso es que nos parece mejor que se vote tal cual viene la 
conjunción de los numerales 2) y 3) del proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, que, a su vez, 
resumían el 4) y 5) del Código Penal vigente. 


SEÑOR GALLINAL.- Solicito que se lea, porque no cuento con el material; simplemente tengo lo que 
recién se repartió. ¿Cuál es el texto que se propone para el numeral 2)? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se le va a acercar un repartido, señor Senador. 
Léase el artículo 1%, numeral 2), que fuera aplazado. 
(Se lee:) 


“2) (Agravio u omisión de asistencia a la autoridad).- El que efectuare agravios a la autoridad 
legítimamente investida o no le prestare el auxilio que esta reclame, en caso de incendio, naufragio, 
inundación u otra calamidad pública”. 


-El señor Senador Nin Novoa ha planteado que se vote tal cual vino de la Cámara de 
Representantes. 


SEÑOR GALLINAL.- Como expresó el señor Senador Nin Novoa, aquí no se especifica qué autoridad 
y qué tipo de agravio es. Creo que no es necesario tampoco porque el agravio es reprimido por la ley. 
El tema aquí es cuando es de una autoridad a otra, lo cual he visto en varias oportunidades, y no digo 
entre nosotros, que somos unos caballeros o pretendemos serlo. 


(Hilaridad.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 2) del artículo 1% con 
la siguiente modificación: en lugar de decir “El que efectuare agravios”, sería “El que agraviare”. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Con esto terminamos el artículo 1*. 
Pasamos al artículo 2*, es decir, la incorporación del artículo 360 bis. 


Hemos repartido un material titulado “Faltas, conservación y cuidado de los espacios 
públicos. Disposiciones relacionadas”. De la página 4 del Distribuido 2102/2013, vamos a leer el 
artículo 12 que modifica el artículo 323, el cual tiene referencia al artículo 360 bis que menciona el 
evento deportivo. Esto sería una falta y por el artículo 323 bis se estaría castigando con pena de tres a 
veinticuatro meses de prisión. Hago este planteo para que tengamos una idea de si ese artículo 360 bis 
llena un espacio vacío -como dice la canción- o si pudiera ser interpretado como que estamos 
parcialmente derogando este. 


Léase el artículo 12 de la Ley N* 17.951, de 8 de enero de 2006. 
(Se lee:) 


“Artículo 12. (Modificación al Código Penal).- Modifícase el artículo 323 bis del Código Penal, 
el que quedará redactado de la siguiente manera: 


323 bis. El que, con motivo o en ocasión de una competencia deportiva u otro espectáculo 
público que tuviera por objeto recreación o esparcimiento, al ingresar, durante el desarrollo del mismo o 
al retirarse participare de cualquier modo en una riña, será castigado con pena de tres a veinticuatro 
meses de prisión. Con la misma pena será castigado el que, en las circunstancias del inciso anterior, 
portare armas (artículo 293), o las introdujere en el recinto en el que se desarrollare la competencia 
deportiva o el espectáculo público. En todos los casos, se procederá al comiso de las armas 
incautadas. 


Si de la riña resultare muerte o lesión se aplicará lo dispuesto por el inciso segundo del 
artículo 323, incrementándose la pena en un tercio siempre que el resultado fuere previsible para el 
partícipe. Si se tratase de un evento deportivo de cualquier naturaleza, al dictar el auto de 
procesamiento el juez establecerá como medida cautelar la prohibición de concurrir a eventos 
deportivos de cualquier tipo, tanto aquellos en los que participe alguno de los equipos que hubieren 
actuado en el espectáculo en cuestión, como a cualquier otro espectáculo de ese mismo deporte, a 
criterio del juez, sin perjuicio de las penas que pudieren corresponder en caso de comprobarse la 
responsabilidad del sujeto en la comisión del delito. Si el auto de procesamiento quedare sin efecto por 
las circunstancias previstas en la normativa penal, la prohibición antedicha dejará de aplicarse 
inmediatamente. A los efectos del cumplimiento de esta medida, el juez competente dispondrá que el 
imputado deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio, la Comisaría de la 
Mujer, la Comisaría de Menores, el Centro Nacional de Rehabilitación, o el lugar que estime pertinente, 
donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes de iniciado el evento 
deportivo y hasta dos horas después de su culminación. Si el imputado no se presentase en el lugar y 
horario indicados sin mediar motivo justificado, en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza 
pública. El plazo total de vigencia de la citada medida se fija en un máximo de doce meses. Si el 
inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en espectáculos públicos, el referido 


plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro meses”. 
-Léase el artículo 2* propuesto. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- Agrégase como artículo 360 bis al Código Penal, el siguiente: 


'ARTÍCULO 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1 del artículo 360 se 
cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se 
aplicará como pena accesoria la prohibición de concurrir a eventos deportivos por un plazo máximo de 
doce meses. En caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en 
espectáculos públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro 
meses. 


A los efectos del cumplimiento de esta medida, el Juez dispondrá que el imputado 
deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia 
policial, donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del 
evento deportivo y hasta dos horas después de su culminación. 


Si el imputado no se presentase en el lugar y horario indicados sin mediar motivo 


justificado, en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública”. 


SEÑOR GALLINAL.- Leyendo cuáles son las faltas que generan una pena de estas características, me 
surgen ciertas dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que el artículo 360 fue votado y figura en el repartido inicial. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo estoy leyendo en este momento. Las faltas serían: provocación o participación 
en desorden en un espectáculo público, falta de respeto a la autoridad y desobediencia pasiva, omisión 
de asistencia a la autoridad y venta o comercialización no autorizada de entradas para espectáculos 
públicos. 


Mi duda tiene que ver con que el hecho de que se castigue una falta con una sanción que se 
aplica a un delito, porque se priva de libertad a la persona desde dos horas antes de que comience el 
espectáculo hasta dos horas después de finalizado. En realidad, la sanción para la falta sería no poder 
concurrir a los espectáculos públicos; luego, si no cumple con la sanción, hay un desacato y ahí sí 
puede venir la sanción a un delito. Me preguntarán cómo se controla, y no lo sé, pero la sanción que 
corresponde a una falta de esa naturaleza es impedir que la persona concurra a los partidos de fútbol 
por seis meses, doce meses, o el plazo que el juez entienda pertinente. Debe tenerse en cuenta, 
además, que quizás la persona no concurre siempre a los partidos de fútbol, pero la estamos obligando 
a que cada vez que juegue, por ejemplo, su equipo -sea fin de semana o no- se tenga que presentar a 
la comisaría dos horas antes y recién se pueda retirar dos horas después, para lo cual quizás hasta 
deba faltar al trabajo. 


Personalmente, considero que la sanción debería ser la prohibición; luego habría que 
estudiar cómo se implementa. En caso de incumplimiento de la prohibición, habría desacato y, por 
tanto, delito y la posibilidad de privarlo de su libertad, que no necesariamente implica que sea las 
veinticuatro horas del día, sino que puede ser cinco horas y cuarenta y cinco minutos que es el tiempo 
que dura el partido más las dos horas anteriores y posteriores. 


Me parece que se nos va un poco la mano con esta redacción y, además, puede abarcar 
mucho más allá del fin de semana. Entonces, reitero, creo que la sanción que debemos establecer es 
la de que la persona no pueda concurrir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A riesgo de generar un dialogado, quiero decir lo siguiente. 


Creo que el primer inciso es correcto. Dice: “Si las faltas previstas en el numeral 1* del 
artículo 360” -que es el que vamos a votar si hay acuerdo- “se cometieren en ocasión o con motivo de 
la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se aplicará con pena accesoria la prohibición 
de concurrir a eventos deportivos por un plazo máximo de doce meses. En caso de que el inculpado 
registrare antecedentes como infractor por violencia en espectáculos públicos, el referido plazo tendrá 
un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro meses”. Hasta ahí está perfecto. 


El inciso segundo dice: “A los efectos del cumplimiento de esta medida, el Juez dispondrá que 
el imputado deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima”. Pero ¿qué pasa si nosotros -por 
supuesto que con algún cambio- atamos los incisos segundo y tercero al que refiere al imputado con 
antecedentes? Por ejemplo si hay un desorden -no una riña, que se rige por el artículo 323 bis- se 
impone una falta y, además, como es un espectáculo público, el juez establece que esa persona no 
puede concurrir por un plazo de cuatro meses. Y cuidado, porque se trata de ciertos espectáculos 
públicos; el juez debe determinar a cuáles se refiere, porque puede darse el caso de que el imputado 
no pueda concurrir ni siquiera a un espectáculo público en Chile, ya que hasta cuando viaja tiene 
problemas. De todos modos, eso lo podemos corregir. 


Volviendo al ejemplo, reitero, a la persona que participara en un desorden se le podrá prohibir 
la concurrencia a los espectáculos públicos durante cuatro meses. Ahora, si el amigo que lo acompaña 
tiene antecedentes, el juez podrá disponer una pena mayor, de dieciocho meses, y si el otro amigo 
tiene más de un antecedente, lo podrá obligar a que además se presente en la Comisaría. Esta sería 
una potestad del juez y no una obligación. 


SEÑOR LAMORTE.- De repente una persona que se comporta incitando a la violencia, quizá cometa 
las primeras faltas en el fútbol. Todos sabemos que esas mismas hinchadas van al basquetbol o a 
otros eventos deportivos. Lo que no queda claro es a qué evento deportivo se está refiriendo. ¿Se trata 
del partido de fútbol? ¿Del de basquetbol? En fin, habría que ver, porque estamos tratando de acotar a 
las personas que tienen esta conducta, y que la demuestran en cualquier evento deportivo. Me parece 
que resulta un poco más complejo, pero habría que determinar cuáles son los eventos deportivos en 
los que esas personas tienen que quedar sometidas a este régimen. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En ese caso hay dos posibilidades: la prohibición total a concurrir a cualquier 
tipo de evento deportivo -cosa que me parece más compleja- o la imposibilidad de asistir a aquellos 
similares al que dio origen a la falta. Es decir, si fue en un partido de fútbol, ese señor no podrá 
concurrir a otros partidos de fútbol durante doce meses; de repente puede presenciar un partido de 
tenis o de basquetbol. Insisto en que tenemos dos alternativas: prohibimos todo o lo circunscribimos al 
espectáculo donde desarrolló la falta; hay que optar. 


SEÑOR GALLINAL.- Respecto al tema que plantea el señor Senador Nin Novoa, el juez es el que 
resuelve. Cuando una persona incurre en esta falta, el juez dispondrá que no podrá asistir a 
espectáculos deportivos por el plazo que estime pertinente, con los márgenes que aquí surgen; 
también determinará a qué clase de eventos no puede concurrir. Cuando a la persona que se le 
prohíbe concurrir, igualmente lo hace, comete desacato y pasa a ser obligada al sistema de tener que 
comparecer en la Jefatura o en la Comisaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero el desacato está reglado. Podríamos terminar el primer inciso con el 
agregado que señaló el señor Senador Nin Novoa, con lo que el texto diría: “Se aplicará como pena 
accesoria la prohibición de concurrir a eventos deportivos por un plazo máximo de doce meses”. Luego 
habrá que establecer que el juez determinará a qué eventos se refiere. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Puede decirse: “A los eventos deportivos que el Juez determine”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego comenzamos el inciso segundo diciendo: “En caso de que el inculpado 
registrase antecedentes como infractor por violencia en espectáculos públicos, el referido plazo tendrá 
un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro meses”. Y, a continuación, seguimos: “A esos 
efectos, para el cumplimiento de la medida, el Juez podrá disponer que el imputado deba comparecer 
ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, donde 
permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes”, etcétera. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, trabajamos el primer inciso. No sé si el señor 
Senador Nin Novoa tiene pensada la redacción. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me parece que quedaría todo igual, es decir, establecer: “Si las faltas previstas 
en el numeral 1* del artículo 360 se cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento 


deportivo de cualquier naturaleza, se aplicará como pena accesoria la prohibición de concurrir a 
eventos deportivos,” -similares a aquellos en los que se cometió la falta o facultar al juez o cuya 
característica el juez determinará- con un plazo máximo de doce meses. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo establecería después de “cualquier naturaleza,”: “el Juez competente 
aplicará como pena accesoria la prohibición de concurrir a determinados eventos deportivos” -va a 
tener que determinarlos, decir cuáles son- “y por un plazo máximo de doce meses”. No sé si me 
expliqué. 


Si a los señores Senadores les parece bien esta redacción, allí terminaría el primer inciso. Si 
están de acuerdo, lo votamos. 


SEÑOR GALLINAL.- No me suena bien lo de “determinados eventos deportivos”, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Busquemos otra expresión, entonces. 


SEÑOR LAMORTE.- El problema que encuentro aquí no es el evento deportivo en sí, sino que es la 
persona. El evento en sí no tiene por qué ser violento ni incitar a la violencia. Estamos atendiendo al 
que comete esa falta, que es la persona, y ese individuo va a ser proclive a esa incitación o a esa 
violencia independientemente de que se trate de fútbol o de basquetbol. Me parece que va más a la 
persona que al evento en sí mismo. Pero, bueno, ustedes tienen este asunto más desarrollado y lo 
vienen trabajando desde hace tiempo. Simplemente, estoy haciendo una reflexión en voz alta con 
respecto a este tema. 


Además, puede ser que, como ya va a ser castigado con pena de siete a treinta días de 
prestación de trabajo comunitario, tal vez se pueda coordinar para que, justamente, ese trabajo lo haga 
en fechas que tienen que ver con eventos de ese tipo. Planteo esto para que no esté pasando dos o 
cuatro horas en una Comisaría cuando, de repente, realizar ese trabajo puede ser parte de cumplir su 
pena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, señor Senador. Veamos si nos ponemos de acuerdo. El juez 
determina una falta y lo manda realizar trabajo comunitario durante siete días; además entiende que 
tiene que hacerle una especie de abstinencia deportiva. Pero a nosotros nos parece que esa 
abstinencia -que puede ser de un mes, dos o cinco o hasta doce- no puede ser total, porque si no, ni 
siquiera puede ir a una cancha de bochas. Lo que planteamos hacer es una abstinencia de aquellos 
espectáculos que generan determinada pasión y que llevan al descontrol. No estoy hablando de la riña, 
que iría por otro camino. Démosle esa posibilidad al juez. 


Es por esa razón que yo hablaba de “determinar” porque el juez tiene que decir a qué evento; 
capaz que son partidos de fútbol. 


Parece que el señor Senador Gallinal encontró una solución a la redacción que veníamos 
proponiendo. 


SEÑOR GALLINAL.- En cuanto a lo que decía el señor Senador Lamorte, también hay una cierta 
intención por parte del Legislador, en la redacción del proyecto de ley de prohibirle concurrir a los 
partidos de su equipo, porque en principio eso es lo que está sucediendo. Esto, más que nada, está 
referido a las barras bravas o a los que tienen esa tendencia. 


Por esa razón se me ocurrió que podría establecerse: “Al dictar el auto de procesamiento el 
Juez establecerá como medida cautelar la prohibición de concurrir a los eventos deportivos que estime 
pertinentes, tanto a aquellos en los que participa alguno de los equipos que hubiere actuado en el 
espectáculo en cuestión, como a cualquier otro espectáculo de ese u otros deportes,” -a su criterio- “sin 
perjuicio de las sanciones que pudieren corresponder en caso de comprobarse la responsabilidad del 
sujeto en la comisión de la falta.” Ahí sí recojo lo que dice el señor Senador Lamorte: el que es 
pendenciero y va a armar lío, lo arma en el fútbol, en el basquetbol y en la cancha de bochas. De esta 


forma le dejamos un margen al juez para que él decida si no va a ir más a los partidos de su cuadro, o 
no va a ir más a los partidos de fútbol por ese plazo, o si no va a ir más ni a los partidos de su cuadro ni 
a los partidos de fútbol, ni a ningún evento deportivo. El juez sabrá decidir de acuerdo a la situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Mesa nos preguntamos si la frase que usted plantea terminada “en que 
crea pertinente”, ¿no abarca todo eso? 


SEÑOR GALLINAL.- Podría ser. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que sí, porque la expresión “en que crea pertinente” abarcaría a 
los de su cuadro y a todo lo demás, pero le pediría que lo leyera de nuevo. 


SEÑOR GALLINAL.- Dice así: “Si las faltas previstas en el numeral 1* del artículo 360 se cometieren 
en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, al dictar el auto 
de procesamiento el Juez establecerá como medida cautelar la prohibición de concurrir a los eventos 
deportivos que estime pertinentes, tanto aquellos en los que participe alguno de los equipos que 
hubieren actuado en el espectáculo en cuestión, como a cualquier otro espectáculo de ese u otros 
deportes a su criterio”, pero el señor Senador Presidente tiene razón cuando dice que si lo dejamos 
ahí, abarca todo. De todos modos, habría que mantener la parte que dice: “sin perjuicio de las 
sanciones que pudieren corresponder en caso de comprobarse la responsabilidad del sujeto en la 
comisión del delito”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A ver si les parece bien así: “Si las faltas previstas en el numeral 1.* del 
artículo 360 se cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier 
naturaleza, se aplicará como medida cautelar la prohibición de concurrir a eventos deportivos, que el 
Juez considere pertinente, por un plazo máximo de doce meses”. 


Se va a leer nuevamente por Secretaría. 


SEÑORA SECRETARIA.- “Artículo 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1? del artículo 360 se 
cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se 
aplicará como medida cautelar la prohibición de concurrir a eventos deportivos, que el Juez considere 
pertinentes, por un plazo máximo de doce meses.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por las dudas, vamos a leerlo nuevamente: “Si las faltas previstas en el 
numeral 1* del artículo 360 se cometieren en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo 
de cualquier naturaleza, se aplicará como medida cautelar la prohibición de concurrir a eventos 
deportivos, que el Juez considere pertinentes, por un plazo máximo de doce meses”. 


SEÑOR GALLINAL.- Insisto en que habría que agregar: “sin perjuicio de las sanciones que pudieren 
corresponder en caso de comprobarse la responsabilidad del sujeto en la comisión de la falta”. 


(Dialogados.) 


SEÑOR NIN NOVOA.- A mi juicio, eso se preveía para el caso del delito de riña establecido en la Ley 
de Prevención, Control y Erradicación de la Violencia en el Deporte. Me parece que está bien la 
conjunción de ambos artículos. 


SEÑOR GALLINAL.- Perdón, pero, entonces, ¿por qué estaba el “sin perjuicio”. ¿Acaso estaba mal? 
SEÑOR NIN NOVOA.- Porque era, repito, para el delito de riña. 


SEÑOR GALLINAL.- Solamente para ese caso. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Tengamos en cuenta que la riña es un delito y no una falta. Entonces, mientras 
es juzgado por el delito de riña, la medida cautelar es no permitirle ir a los espectáculos deportivos. Acá 
primero le aplican la pena de la falta, de 7 a 30 días de trabajo comunitario, y si es reincidente, 
reinfractor, se le prohíbe asistir a los espectáculos deportivos. Así lo entiendo yo. 


SEÑOR GALLINAL.- Yo no, porque pensemos en el caso de falta por venta y comercialización no 
autorizada de entradas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No olvidemos que el artículo 360 bis refiere únicamente al numeral 1*. 
SEÑOR GALLINAL..- Es correcto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la frase “En caso de que el inculpado registrare antecedentes como 
infractor por violencia en espectáculos públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un 
máximo de veinticuatro meses” debería ser el inciso segundo. En ese caso, le establecemos un piso al 
juez; si la persona tiene antecedentes, la sanción no puede ser menor a los doce meses. ¿Me explico? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Sí, eso está claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y el inciso continuaría de la siguiente manera: “A esos efectos, para el 
cumplimiento de esta medida, el juez podrá disponer que el imputado deba comparecer ante la 
Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia policial, donde 
permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del evento deportivo y 
hasta dos horas después de su culminación”. Lo establecemos como una facultad. No dejamos que el 
juez pueda disponer que esa abstinencia deportiva sea menor a doce meses ni mayor a veinticuatro, 
pero le reservamos la potestad de determinar si el individuo debe comparecer -al menos durante los 
primeros meses- a la Seccional Policial que corresponda. 


El inciso quedaría así: “En caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor 
por violencia en espectáculos públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo 
de veinticuatro meses. 


Aesos efectos, para el cumplimiento de esta medida, el Juez podrá disponer que el imputado 
deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia 
policial, donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del 
evento deportivo y hasta dos horas después de su culminación”. 


Tendríamos que votarlo. 


Me acota la señora Secretaria que faltaría votar el acápite y el inciso primero con las 
modificaciones planteadas. 


Léanse el acápite y el inciso primero. 
(Se lee:) 
“Artículo 2*.- Agrégase como artículo 360 bis al Código Penal, el siguiente: 


“ARTÍCULO 360 bis.- Si las faltas previstas en el numeral 1 del artículo 360 se cometieren 
en ocasión o con motivo de la disputa de un evento deportivo de cualquier naturaleza, se aplicará como 
medida cautelar la prohibición de concurrir a eventos deportivos que el Juez considere pertinentes por 


y» 


un plazo máximo de doce meses'. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase nuevamente el inciso segundo. 
(Se lee:) 


“En caso de que el inculpado registrare antecedentes como infractor por violencia en 
espectáculos públicos, el referido plazo tendrá un mínimo de doce meses y un máximo de veinticuatro 
meses. 


A esos efectos, para el cumplimiento de esta medida, el Juez podrá disponer que el imputado 
deba comparecer ante la Seccional Policial más próxima a su domicilio o cualquier otra dependencia 
policial, donde permanecerá sin régimen de incomunicación desde dos horas antes del inicio del 
evento deportivo y hasta dos horas después de su culminación”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Antes de pasar al inciso tercero, quiero plantear una duda. 


Esta facultad que le estamos dando al juez para que el imputado comparezca, no la tiene para 
el caso en que la persona no posea antecedentes. Podríamos pensarlo así: hay un desorden en el que 
está involucrada una persona que no tiene antecedentes. El juez entiende que no hubo riña; entonces, 
le impone hacer trabajos comunitarios y le establece, como medida cautelar, que no puede concurrir a 
eventos deportivos en los siguientes cuatro meses. Si no lo cumple, es desacato, pero no lo está 
obligando a ir a una Seccional Policial, ni lo puede hacer porque no le estamos dando esa potestad. Si 
la persona vuelve a encontrarse en una situación de estas, con antecedentes pero sin provocar riñas, 
le decimos al juez que le imponga, por lo menos, doce meses de abstinencia de concurrir a eventos 
deportivos y además lo puede obligar a presentarse en la Seccional. La pregunta es si esa facultad de 
obligarlo no debería darse también en la primera situación. Hago este planteo porque al principio, el 
inciso segundo se refería tanto al que tenía antecedentes como al que no los tenía. Ahora solo se lo 
deja para el que tiene antecedentes. Quizás está bien, pero me genera algunas dudas y por eso lo 
estoy comentando. 


Entonces, como no vamos a terminar hoy con este proyecto de ley, propongo que dejemos el 
texto así y hagamos las consultas correspondientes. 


SEÑOR LAMORTE.- Con respecto al tema del espacio público -pido disculpas por mi ignorancia 
porque sé que los señores Senadores vienen trabajando sobre este articulado desde hace tiempo- 
recuerdo el caso de la muchacha que falleció en el Cordón a consecuencia de un disparo que se 
produjo entre dos hinchadas que venían incitándose por Facebook. Estaban en un lugar que es 
público, porque cualquiera puede acceder a él, pero no olvidemos que estas personas también se 
convocan en sitios de esta naturaleza, donde participa un montón de gente. No sé si es del caso 
establecerlo acá, pero uno puede incitar en distintos lugares; en esta ocasión, eran dos hinchadas que 
desde un lugar público, como es el acceso a Internet, venían retándose, desafiándose y convocándose 
a un enfrentamiento. De repente se puede comprobar que se está generando esa violencia. Todos 
sabemos que estamos hablando de algo complejo, pero como estas normas son para desalentar, no sé 
si debemos tenerlo en la cabeza porque hay otros espacios donde no necesariamente se convoca a la 
gente, pero en los que participan muchas personas. Por ejemplo, en este caso falleció una muchacha 
debido a los tiros y situaciones que se estaban dando desde la previa. Eran dos hinchadas de fútbol 
que después fueron a una cancha de basquetbol y se estaban desafiando mutuamente. 


Dejo planteada esta duda porque de repente en algún momento puede tomarse en cuenta. 


SEÑOR RONDEAU.- El señor Senador se refiere a los contextos que tiene el juez para juzgar la 
situación y determinar dónde le pone freno a estas pasiones. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el artículo 7% hay una definición de espacio público que dice: “El espacio 
público es el conjunto de inmuebles y muebles públicos, así como los elementos arquitectónicos y 
naturales de los inmuebles privados destinados por su uso o afectación, a la satisfacción de 
necesidades colectivas que trascienden los límites de los intereses privados de los habitantes”. 


Esta es una definición muy amplia de espacio público y, conjuntada con la inquietud 
planteada por el señor Senador Lamorte, serán elementos que el juez tendrá que usar para evaluar la 
falta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros no estamos corrigiendo todo el Código Penal. Todo lo relativo a 
Facebook y a las redes sociales tiene que ver con la incitación a la violencia. En el tema de la riña 
dijimos que no es una falta. Debemos tener cuidado en no abarcar en las faltas cosas para las cuales 
ya están establecidas penas de prisión. Ahí estaríamos castigando menos a la persona, mientras que 
la voluntad es actuar con más rigidez en esto. 


Léase el inciso tercero. 
(Se lee:) 


“Si el imputado no se presentase en el lugar y horario indicados sin mediar motivo justificado, 
en las fechas sucesivas será conducido por la fuerza pública”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos a considerar el artículo 4%, cuyos numerales 2) y 4) habían sido aplazados. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En el caso del artículo 4%, yo había pedido el desglose del numeral 2), 
“Infracción de la disposición sanitaria destinada a combatir las epizootias”. Creo que las epizootias en 
la economía del Uruguay tienen una importancia superlativa, porque hablan de nuestro estatus 
sanitario. Con esta disposición nueva, lo que hacemos es rebajar la pena existente en el Código Penal 
al respecto. Por ejemplo, aquella persona que irresponsablemente manejó vacunas en el Uruguay 
cuando no se vacunaba contra la aftosa e introdujo el virus en nuestro país -como todos sabemos, 
fueron algunos productores argentinos- estaba castigada con una multa de 10 UR a 100 UR, o prisión 
equivalente. Sin embargo, a partir de este texto daríamos a esa persona una pena alternativa, con 
trabajo comunitario, que sería menor, a pesar de que opino que la importancia de la infracción es muy 
grande. Por tanto, propongo dejar este numeral 2) tal como figura en el Código Penal vigente, o sea, no 
rebajando la pena a trabajo comunitario, sino manteniendo la multa o la prisión. Creo que 100 UR es 
una suma apreciable. 


En resumen, hasta ahora aquella persona que irresponsablemente provoca epizootias en un 
país que tiene una economía de base agraria, es castigada con una multa de hasta 100 UR; sin 
embargo, con esta nueva disposición a esta persona la mandaríamos a barrer una plaza. Creo que el 
daño que hace justifica, al menos, el mantenimiento del artículo del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si lo eliminamos del proyecto y no lo votamos, estaríamos manteniendo ese 
artículo del Código Penal? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Yo creo que sí. 


SEÑOR RONDEAU.- Comparto lo expresado por el Senador Nin Novoa en cuanto a mantener lo 
dispuesto en el Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede que, en realidad, aquí se está sustituyendo todo el artículo del Código 
Penal y se está pasando la sanción de multa a una de trabajo comunitario. No sé si no deberíamos 
redactar un artículo separado al final. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Lo que propongo es mantener el texto tal como está en el Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo, pero hay que analizar cómo lo mantenemos armando 
una estructura distinta. En realidad, se está pasando todo a trabajo comunitario. 


SEÑOR NIN NOVOVA.- ¿No podría decirse algo así como: “Sustitúyese el artículo 364 del Código 
Penal en lo atinente a los numerales 1), 3) y 4)”? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaríamos cambiando el acápite que dice: “Será castigado con pena de siete 
a treinta días de prisión” y en el artículo 364 del Código Penal vigente dice: “Serán castigados con 10 
U.R”. Ahí está el problema. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Claro que está ahí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo votar el artículo 364 sin lo relativo a las epizootias y votar un 364 bis 
con el acápite del 364 y con el numeral referido a las epizootias. 


SEÑOR RONDEAU.- Hay una serie de hechos que pueden ser considerados faltas. Estoy pensando 
en cosas concretas, como por ejemplo tirar tarrinas, que culturalmente puede ser considerado una 
falta menor, o el mal manejo de vacunas, que ya sería grave. De pronto, puede caber que un acto que 
provoque un daño leve o menor pueda ser considerado falta, pero no todos en general. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Acá están referidos a los animales 


SEÑOR RONDEAU.- Me refiero al numeral 2): “Infracción de la disposición sanitaria destinada a 
combatir las epizootias”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Lo referido a las vacunas está bien. 


SEÑOR RONDEAU.- Algo muy común es cómo se tiran las tarrinas donde vienen los específicos para 
combatir las enfermedades: se tiran en los basureros públicos. 


Pregunto si hay escalones más bajos en este concepto. Si no es así, adhiero a lo que dijo al 
principio el señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema de las epizootias lo podemos mantener con multas o cambiarlo por 
trabajo comunitario. En el caso de mantenerlo con multas, tenemos que agregar un artículo 364 bis del 
Código Penal, que debería decir: “Artículo 4% bis” -que en realidad sería 5”- “Agréguese al Código 
Penal un artículo 364 bis. Serán castigados con 10 U.R. a 100 U.R.” -o más si así lo desean los 
señores Senadores- “de multa o prisión equivalente”. 


(Dialogados.) 


-El artículo 4% está aplazado para conversar, el 2) lo mantenemos con castigo de multa y tal 
cual está redactado en el Código Penal. 


SEÑOR GALLINAL.- El castigo es de multa o prisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, tal cual está redactado en el Código Penal. Propongo votar un 
artículo 4” bis que diga: “Agréguese el artículo 364 bis al Código Penal”. 


El artículo 364 bis diría: “Serán castigados con 10 U.R. (diez unidades reajustables) a 100 
U.R. (cien unidades reajustables) de multa” o lo que el señor Senador Nin Novoa proponga. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No sé a cuánto está la U.R. 
(Dialogados.) 
-Propongo que lo dejemos así, señor Presidente. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con respecto al numeral 3), aprobamos la expresión “El que arrojare o 
esparciere basura en la vía pública o en lugares inapropiados o no destinados a esos efectos 
específicos”. Aquí terminaba el texto, porque la expresión “ensuciando el entorno” era muy vaga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto, señor Senador. 

En principio, se aplazó el numeral 4) porque contiene la palabra “daño”. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Y el daño es un delito. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto, señor Senador. 


Por lo tanto, habría que establecer la siguiente redacción: “El que provocare deterioro, rotura 
o incendio en los depósitos de basura”. Sacamos la palabra “daño” porque implica la configuración del 
delito. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 4) sin la palabra “daño”. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De esta manera, queda todo votado hasta el artículo 4*. En el artículo 5% quedaron aplazados 
los numerales que van desde el 2) al 7), el resto fue votado. 


Creo recordar que el señor Senador Rosadilla en principio había planteado hacer dos 
artículos -le pido al señor Senador Nin Novoa que me asista- pero creo que al final desistió de la idea. 
No lo sé porque me tuve que ausentar de alguna de las reuniones, aunque el resto de la Comisión 
quedó trabajando. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Recuerdo que íbamos a sacar “Participación en picadas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso corresponde al numeral 1) del artículo 365 y ya está resuelto. El cambio 
era en el numeral 2). 


SEÑOR NIN NOVOA.- Refiere al tema de la licencia de conducir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Rosadilla había propuesto separar ese numeral, pero no sé 
en qué terminó esa conversación. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Estaba claro que íbamos a sacar el tema de la licencia de conducir. El numeral 
diría: “El que condujere en la vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido los permisos 
correspondientes”. Para el señor Senador Rosadilla, una cosa era conducir sin haber sacado el 
permiso, otra era que ese permiso fuera suspendido y otra que hubiere sido cancelado. Para él había 
tres grados de gravedad en la falta. El problema de esto es que también debemos tener alguna 
consideración con respecto a las normas de tránsito de las Intendencias, porque quienes dan las 
licencias de conducir son las Intendencias o el Gobierno departamental. Entonces, ahí se planteaba 
una dificultad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si tenemos que sacar la palabra “licencia”, deberíamos retirarla también del 
acápite. 


SEÑOR NIN NOVOA.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, estableceríamos: “2) (Conducción de vehículos motorizados sin la 
autorización correspondiente).- El que condujere en la vía pública vehículos motorizados sin haber 
obtenido del organismo competente los permisos correspondientes o si los mismos le hubieren sido 
suspendidos o cancelados”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Dejaría el texto tal como lo dijo el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no hacemos la diferencia entre uno y otro. Se expresaría: “El que 
condujere en la vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido del organismo competente los 
permisos correspondientes o si los mismos le hubieran sido suspendidos o cancelados.” 


SEÑOR NIN NOVOA.- Aquí tendríamos la facultad del juez para aplicar siete o treinta días. De 
repente, si es un menor -obviamente sin permiso- al cual el padre le prestó el auto para hacer un 
mandado en un balneario, sería una falta de un día; si es el caso de alguien a quien se le suspendió la 
licencia, quizás le correspondan veinte días y al que se la cancelaron, treinta días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el numeral 2) del artículo 5*. 
(Se lee:) 


“2) (Conducción de vehículos motorizados sin la autorización correspondiente).- El que 
condujere en la vía pública vehículos motorizados sin haber obtenido los permisos correspondientes 
del organismo competente o si los mismos le hubieran sido suspendidos o cancelados”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El señor Senador Lorier me ha comunicado que se tiene que retirar a las 16 y 30 horas, al 
igual que otros integrantes de la Comisión, por lo que sesionaremos hasta esa hora. 


Les recuerdo que estamos analizando los numerales 2) al 7) del artículo 5%. Ahora hemos 
votado el numeral 2), sacando las palabras “licencia” y “permisos correspondientes”, de manera de 
uniformizar el texto. 


Léase el numeral 3). 
(Se lee:) 


“3) (Conducción de vehículos motorizados con grave estado de embriaguez). El que 
condujere vehículos motorizados en estado grave de embriaguez con niveles de alcohol en la sangre 
superiores a 1,2 q. por litro.” 


(Dialogados.) 


-Creo que el porcentaje se bajó a 0,3 gramos por litro y acá estamos hablando de cuatro 
veces más. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con 0,3 gramos por litro le sacan la libreta, pero no se le aplica ninguna falta 
alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que figura en la normativa son sanciones administrativas. Se habla de que 
se le sacará la libreta y en caso de reincidencia se extenderá dicha sanción hasta el término de dos 
años y que, en caso de nueva reincidencia, se podrá cancelar la licencia. Quiere decir que, repito, son 
todas sanciones administrativas. Ahora bien, si la persona condujera con un nivel de alcohol en sangre 
cuatro veces superior al previsto para la sanción administrativa, incurriría en falta y, por lo tanto, el juez 
le podría aplicar entre 7 y 30 días de trabajo comunitario. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el numeral 4). 
(Se lee:) 


“4) (Conducción de vehículos motorizados al doble de la velocidad permitida).- El que 
condujera vehículos motorizados al doble o más del doble de la velocidad máxima permitida en 
cualquier vía de tránsito”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Me parece que el aditivo del señor Senador Da Rosa, así como otro que queremos presentar 
con respecto a cascos, podrían ser considerados la semana próxima. 


SEÑOR LORIER.- ¿Cuántos artículos nos resta considerar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si termináramos este artículo, nos faltaría el artículo 6% a su vez, del 
Capítulo “Normas relativas a la conservación y cuidado de espacios públicos” nos queda el artículo 7”. 
En lo que refiere al Capítulo 111, “De las faltas por la afectación y el deterioro de los espacios públicos”, 
nos faltan los artículos 11, 12 y 13. Es decir que si culminamos la aprobación de esta disposición, nos 
van a estar quedando pendientes de votación cinco artículos. 


Léase el numeral 5) del artículo 5*. 
(Se lee:) 


“5) (Introducción, depósito, venta, transporte o fabricación de sustancias explosivas).- El que 
sin permiso de la autoridad o sin las debidas precauciones, fabricare o introdujere en el país o tuviere 
en depósito, o comercializare, o transportare materias explosivas”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-0 en 7. Negativa. 

Léase el numeral 6). 
(Se lee:) 


“6) (Omisión, por el director de una obra, de las precauciones debidas).- El director de la 
construcción o demolición de una obra que omitiere las medidas adecuadas en defensa de las 
personas y de las propiedades”. 


-Esto ya figura en el Código Penal y simplemente pasó de tener una sanción de multa a una 
de trabajo comunitario. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Hay un proyecto de ley sobre responsabilidad penal que se encuentra a estudio 
de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero tengo entendido que ese proyecto hace referencia a os propietarios, 
mientras que esto refiere a la omisión por el director de una obra de las precauciones debidas o las 
medidas adecuadas en defensa de las personas y de las propiedades. 


SEÑOR LAMORTE.- Este es un tema bastante complejo y no comprendo por qué pasa a ser una falta 
cuando es algo que ya está establecido, con penas importantes -hasta con responsabilidad penal- en 
varios ámbitos, como el de la Dirección Nacional del Trabajo, dada la responsabilidad que tenemos los 
arquitectos y demás profesionales en ámbito de la construcción. Inclusive, en estos momentos hay una 
discusión de fondo a raíz del proyecto en el que expresamente se plantea la inclusión de una 
disposición penal que, además, se aplicará en todos los casos. O sea que es algo bastante complejo, 
por lo que no sé si es adecuado mezclarlo con esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí no hay un problema de falta de legislación, sino que faltas que se 
penaban con multa ahora se transforman en faltas que se castigan con trabajo comunitario. El numeral 
6) de este artículo es idéntico al del Código Penal vigente; lo único en lo que estamos innovando es en 
la pena, que por ahora es de multa y pasaría a ser de trabajo comunitario. Ahora, esto es así en la 
medida en que se cometa una falta porque si ex profeso una persona no toma las medidas, estaría 
incurriendo en otro delito penal contemplado por el Código. 


Por otra parte, en la Cámara de Representantes se presentó un proyecto de ley que modifica 
el numeral 11) de este mismo artículo 365 y establece una pena de prisión. 


SEÑOR LAMORTE.- Hice mi exposición anterior en función de que es un tema que está en discusión 
y es bastante complejo. 


Ahora bien, quiero señalar que la falta se establece solamente para el director de obra cuando 
puede haber un trabajador que también cometa una falta al no utilizar el cinturón de seguridad. 
Entonces, a modo de sugerencia creo que debemos reflexionar con tiempo sobre este tema, que es 
más profundo y no puede quedar solamente en la superficie. Reitero que se abarca solamente a uno 
de los responsables y debe tenerse en cuenta que hay una serie de medidas bastante complejas que 
cambian día a día y a veces sorprenden, inclusive a quienes formamos parte de esta industria. Por 
tanto, debemos estudiar si no se genera una contradicción entre quiénes se considera son los 
responsables y los que realmente cometen las faltas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de un tema muy complejo que no vamos a poder solucionar ahora, 
cuando estamos sobre la hora que habíamos acordado para finalizar. 


Se levante la sesión. 


(Es la hora 16 y 33 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


